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Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, la Jueza 
Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir 
 

Coll Martí, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece Universal Insurance Company (Universal o parte 

apelante) y nos solicita que revoquemos una Sentencia emitida el 

18 de abril de 2016, notificada al siguiente día. Mediante la aludida 

determinación, el Tribunal de Primera Instancia,  Sala de Aguadilla, 

declaró No Ha Lugar la demanda de impugnación de confiscación 

presentada por Universal. De esta Sentencia, la parte apelante 

presentó reconsideración, que fue resuelta en su contra el 6 de 

mayo de 2016 y notificada el 9 de mayo de 2016. Por los 

fundamentos que discutiremos, se confirma la Sentencia apelada.  

I 

 El  22 de julio de 2015, la Policía de Puerto Rico ocupó el 

vehículo de motor Toyota, Tacoma del año 2013, tablilla 912-876, 

por haberse utilizado en violación al Artículo 401 de la Ley de 
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Sustancias Controladas. El vehículo de motor pertenecía al Sr. 

Bryan Alexis Corchado Rivera según el Registro de Vehículos de 

Motor del Departamento de Transportación y Obras Públicas. Por 

los mencionados hechos, el Sr. Alexis Corchado hizo alegación de 

culpabilidad y en consecuencia se reclasificó el delito imputado por 

el delito menos grave de tentativa y conspiración tipificado en el 

Artículo 406 de la Ley de Sustancias Controladas. Así pues, el 19 de 

octubre de 2015 el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla, 

dictó la Sentencia condenatoria en el caso criminal A 

SC2015G0254.  

 Así las cosas, el 27 de agosto de 2015, Universal y Toyota 

Credit de Puerto Rico presentaron una demanda sobre impugnación 

de confiscación. Por su parte, el 13 de octubre de 2015, el ELA  

presentó la contestación a la demanda. El 1 de diciembre de 2015 

se celebró la Vista de Legitimación Activa. En la referida vista, se 

discutió el proceso criminal instado en contra del titular registral del 

vehículo y el resultado del mismo. Ante ello, se le concedió a las 

partes un término para que expusieran su posición en torno a la 

relación entre la procedencia de la demanda de impugnación y el 

resultado de culpabilidad en el caso criminal incoado en contra del 

titular del vehículo confiscado. Según se desprende de la Sentencia 

apelada, la parte apelante no presentó su posición según le fuera 

ordenado.  

 Así pues, el 18 de abril de 2015, el foro primario dictó su 

Sentencia en la que declaró No Ha Lugar la demanda de epígrafe. 

Inconforme, Universal presentó una moción de reconsideración en 

la que adujo que bajo las disposiciones del Artículo 406 de la Ley de 

Sustancias Controladas no procede la confiscación del vehículo. 

Universal sostuvo que el ELA no demostró que el vehículo 
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confiscado fue utilizado para transgredir la Ley de Sustancias 

Controladas sino que quedó establecido que el Sr. Corchado 

“intentó violar la Ley de Sustancias Controladas”.  Por su parte, el 

ELA presentó su oposición a la moción de reconsideración, en la 

que arguyó que el Sr. Corchado Rivera fue acusado por violación al 

Artículo 401 de la Ley de Sustancias Controladas, delito por el cual 

se ordenó la confiscación del vehículo. El ELA argumentó que 

durante el proceso penal, el imputado hizo alegación de culpabilidad 

por el delito tipificado en el Artículo 406, por el cual fue sentenciado 

el 19 de octubre de 2015 a siete (7) años de probatoria regular. Ante 

ello, el ELA sostuvo que, en efecto, el dueño registral del vehículo 

fue condenado por violar la Ley de Sustancias Controladas. Luego 

de examinar los planteamientos de las partes, el foro apelado 

denegó la solicitud de reconsideración presentada por Universal. 

 Aun insatisfecha, Universal presentó el recurso que nos 

ocupa y señala que el Tribunal de Primera Instancia cometió el 

siguiente error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia,  
Sala de Aguadilla, al entender que el Artículo 406 de 
la Ley de Sustancias Controladas provee para la 
confiscación del vehículo.  
 

II 
 

La confiscación es el acto de ocupación que lleva a cabo el 

Estado para investirse el derecho de propiedad sobre cualesquiera 

bienes que hayan sido utilizados en la comisión de determinados 

delitos. Centeno Rodríguez v. E.L.A., 170 DPR 907, 912-913 (2007), 

citando a First Bank v. E.L.A., 164 DPR 835, 842-843 (2005); 

Cooperativa v. E.L.A., 159 DPR 37, 43 (2003); Del Toro Lugo v. 

E.L.A., 136 DPR 973, 980 (1994).   

 El procedimiento de confiscación está regulado por la Ley 

Uniforme de Confiscaciones, Ley 119-2011, según enmendada. 
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Pertinente a la controversia ante nos, el Artículo 9 de la precitada 

ley dispone: 

Bienes sujetos a confiscación 
 
Estará sujeta a ser confiscada, a favor del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, toda 
propiedad que sea utilizada en violación a estatutos 
confiscatorios contenidos en el Código Penal del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, en las leyes 
de sustancias controladas, de armas y explosivos, 
en las leyes contra el crimen organizado, en las leyes 
de juegos prohibidos, bebidas alcohólicas, leyes 
fiscales, leyes contra la apropiación ilegal de 
vehículos, leyes de vehículos y tránsito y de 
embarcaciones, así como en otras leyes y aquella 
propiedad que esté sujeta a una sentencia de 
confiscación que así lo autorice, será confiscada a 
favor del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  
Asimismo, podrán confiscarse bienes al amparo de 
aquellas disposiciones del Código Penal que 
autoricen tal acción.  

Toda propiedad que esté sujeta a una 
sentencia de confiscación que así lo autorice, será 
confiscada a favor del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico. 
 

34 LPRA sec. 1724f. 

Como vemos, el procedimiento de confiscación contenido en 

la Ley de Confiscaciones autoriza al Estado a ocupar y hacer suya 

toda propiedad que sea utilizada en la comisión de ciertos delitos 

graves y menos graves.  En dicho acto el Estado se enviste de todo 

derecho de propiedad sobre cualesquiera bienes que hayan sido 

utilizados en la comisión de ciertos delitos.   

En Puerto Rico, el legislador ha conferido dicha facultad, 

como excepción al mandato constitucional que prohíbe la toma de 

propiedad privada para fines públicos sin justa compensación.  De 

ahí que los procedimientos de confiscación no son favorecidos por 

los tribunales, por lo que el ordenamiento requiere que la 

interpretación del estatuto sea una restrictiva debiendo resultar 

“consistente con la justicia y los dictados de la razón natural”.  Del 

Toro Lugo v. ELA, 136 DPR 973, 988 (1994) citando a Pueblo v. 

González Cortés, 95 DPR 164, 168 (1967). 
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Esta facultad de apropiarse de bienes relacionados con la 

actividad delictiva, tiene dos modalidades.  Por un lado, puede 

concretarse como parte del proceso criminal que se lleva en contra 

del propietario o poseedor de la propiedad confiscada o, así 

también, por medio de una acción civil contra la cosa y objeto 

mismo.  Suárez Morales v. ELA, 162 DPR 43, 51 (2004), citando Del 

Toro Lugo v. ELA, supra, a las págs. 980-981.  La primera 

modalidad, también conocida como in personam, es de naturaleza 

penal y consiste en el proceso criminal dirigido contra el alegado  

autor del delito base que permite la confiscación.  Seguros Múltiples 

v. ELA, 80 DPR 655, 663 (2011).  En dicho proceso criminal, de 

encontrarse culpable a la persona imputada, la sanción impuesta 

por la sentencia consiste en la confiscación del bien incautado.  Id.   

La segunda modalidad, que surge de la Ley de 

Confiscaciones, supra, es de carácter in rem.  Esto es, va dirigida 

contra el objeto utilizado en la comisión del acto criminal y es 

totalmente independiente del proceso penal llevado en contra del 

presunto autor del delito.  Íd.; López v. Sria de Justicia, 162 DPR 

345, 352 (2005); Suárez v. ELA, 162 DPR 43, 52 (2004).  El 

derecho del Estado de tomar posesión de la cosa surge del mal uso 

que se le ha dado a la misma. 

La Ley 119-2011, supra, estableció el carácter independiente 

del procedimiento civil de todo aquel procedimiento criminal, 

administrativo o de cualquier otra naturaleza. Esto se promulgó con 

el propósito de cumplir con la política promovida por la Ley 119 de 

facilitar y agilizar los procesos de confiscación de bienes muebles e 

inmuebles.   

Así mismo, el Artículo 15 de la Ley 119-2011, dispone que en 

el proceso de impugnación de confiscación “se presumirá la 
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legalidad y corrección de la confiscación independientemente de 

cualquier otro caso penal, administrativo o cualquier otro 

procedimiento relacionado a los mismo hechos.”  

Consecuentemente, recae sobre el demandante el peso de la 

prueba para derrotar la legalidad de dicha presunción. En su 

Exposición de Motivos la Ley 119 señala: 

En nuestra jurisdicción, la confiscación es una 
acción civil o in rem, distinta y separada de cualquier 
acción in personam.  La confiscación que lleva a cabo 
el Estado se basa en la ficción legal de que la cosa 
es la ofensora primaria.  El procedimiento in rem tiene 
existencia independiente del procedimiento penal de 
naturaleza in personam, no queda afectado en modo 
alguno por este.  Los procedimientos de confiscación 
civil pueden llevarse a cabo y culminarse antes de 
que se acuse, se declare culpable o se absuelva al 
acusado.  Incluso, pueden llevarse aun cuando no se 
haya presentado ningún cargo.  Esto debido a que la 
acción civil se dirige contra la cosa en sí misma, en 
general, la culpabilidad o inocencia del propietario es 
irrelevante en cuanto a la procedencia o no de la 
confiscación civil.  Goldsmith-Grant Co. v. United 
States, 254 U.S. 505 (1921); Calero-Toledo v. 
Pearson Yatch Leasing, Co., 416 U.S. 663 (1974); 
United States v. One Assortment of 89 Firearms, 465 
U.S. 354 (1984).  
 

En suma, los elementos pertinentes para determinar si 

procede una confiscación civil son la existencia de: (1) prueba 

suficiente y preponderante de que se ha cometido un delito y (2) un 

nexo entre la comisión del delito y la propiedad confiscada. Del Toro 

Lugo v. ELA, supra, pág. 983.   

III 
 

 En esencia, la controversia de epígrafe gira en torno a si el 

Tribunal de Primera Instancia incidió al declarar No Ha Lugar la 

demanda sobre impugnación de confiscación.  

 La parte apelante arguye que procede la impugnación de la 

confiscación, toda vez que el delito de tentativa o conspiración 

tipificado en el Artículo 406 de la Ley de Sustancias Controladas no 

permite la ocupación del  vehículo. No le asiste la razón.  
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 El Artículo 512 de la Ley de Sustancias Controladas contiene 

una disposición expresa sobre las confiscaciones que lee como 

sigue: 

Artículo 512- Confiscaciones 

(a) Los siguientes bienes estarán sujetos a 
confiscaciones por el Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico: 
  (1) Toda sustancia controlada fabricada, 
distribuida, dispensada o adquirida, infringiendo las 
disposiciones de este capítulo. 
  (2) Toda materia prima, parafernalia, 
producto o equipo de cualquier clase que se use 
o se proyecte usar en la fabricación, confección de 
compuestos, elaboración, entrega, importación, o 
exportación de cualquier sustancia controlada, 
infringiendo las disposiciones de este capítulo. 
  (3) Toda propiedad que se use o esté 
destinada a usarse como envase de la propiedad 
descrita en las cláusulas (1) y (2) de este inciso. 
  (4) Todo medio de transporte, incluyendo 
naves aéreas, vehículos, bestias o embarcaciones, 
que se usen o se destinen para transportar o facilitar 
en alguna forma la transportación, venta, recibo, 
posesión o encubrimiento de la propiedad descrita 
en las cláusulas (1) y (2) de este inciso. 
  .            .               .              .           .              .               
.             . 

  24 LPRA sec. 2512 
 

 Asimismo, la citada Ley 119 le confiere al ELA la facultad de 

confiscar toda propiedad que resulte, sea producto o se utilice 

durante la comisión de delitos graves o menos graves tipificados… 

“en las leyes de sustancias controladas”.  

 Así pues, nos corresponde determinar si existe prueba 

suficiente y preponderante de que se cometió un delito y si existe un 

nexo entre la actuación delictiva y la propiedad confiscada. Según 

surge de los hechos del caso, el 22 de julio de 2015 se ocupó el 

vehículo del Sr. Corchado Rivera por violación al Artículo 401 de la 

Ley de Sustancias Controladas. Así las cosas, el Ministerio  Público 

presentó el correspondiente cargo criminal por la infracción al citado 

Artículo 401 en contra del titular registral del vehículo. Como parte 

del procedimiento criminal, el imputado hizo alegación de 
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culpabilidad. En consecuencia, el Ministerio Público reclasificó el 

delito imputado por el delito menos grave tipificado en el Artículo 

406 de la Ley de Sustancias Controladas y el 19 de octubre de 

2015, el foro sentenciador emitió la correspondiente Sentencia, en 

la que le impuso al Sr. Corchado Rivera una pena de siete (7) años 

de probatoria regular.  

 Luego de examinar con cuidado el expediente apelativo y los 

planteamientos de las partes, no albergamos duda que el vehículo 

ocupado se utilizó en violación a la Ley de Sustancias Contraladas.  

En ese sentido, el foro primario no erró al declarar no ha lugar la 

demanda sobre impugnación de confiscación, toda vez que existe 

un vínculo innegable entre el acto delictivo y el automóvil 

confiscado. 

 

IV  

 Por los fundamentos discutidos, CONFIRMAMOS la 

Sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


